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I. RESUMEN
1. El 30 de septiembre de 2002, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Juan María Kaplun, Oscar Patricio Kaplun, Diego Ernesto Kaplun, Cora Elizabeth Kaplun, Guillermo Gabriel Kaplun, Moira Viviana Kaplun, Pablo Gustavo Kaplun y la Comisión de Familiares de Víctimas Indefensas de la Violencia Social (en adelante “COFAVI” y, en conjunto, los “peticionarios”)
, en la cual alegan la responsabilidad de la República Federal de Argentina (“Argentina” o el “Estado”) por las lesiones perpetradas al señor Ricardo Javier Kaplun (la “presunta víctima”), presuntamente por agentes policiales dentro del marco de una detención, que le habrían causado la muerte, así como la falta de investigación efectiva, encaminada al juzgamiento y sanción de los responsables de los hechos. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) en relación con la obligación de respetar y garantizar los derechos, contenida en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo la "Convención Americana").
2. Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, los peticionarios alegaron que es aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana relativa a un retardo injustificado en la decisión. Por su parte, el Estado argumentó que la petición es inadmisible porque las investigaciones penales continúan tramitándose y, en consecuencia, no se han agotado los recursos disponibles.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efecto del examen sobre la presunta violación de los derechos de la presunta víctima y sus familiares consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida por la CIDH el 30 de septiembre de 2002 y le asignó el número P-4115-02. La CIDH transmitió al Estado la petición el 31 de julio de 2007, otorgándole un plazo de dos meses para presentar su respuesta. El Estado solicitó una prórroga de un mes a la CIDH para responder la petición, la cual fue otorgada el 31 de octubre de 2007. La Comisión recibió el 30 de mayo de 2008 la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada a los peticionarios.
5. Los peticionarios presentaron observaciones e información adicional el 29 de marzo de 2006, el 8 de diciembre de 2008, el 1º de septiembre de 2009, el 8 de abril de 2010, el 27 de octubre de 2010, el 8 de junio de 2011 y el 8 de agosto de 2011, y el Estado presentó observaciones e información adicional el 19 de junio de 2009, el 22 de diciembre de 2009, el 27 de enero de 2010, el 21 de septiembre de 2010 y el 15 de marzo de 2011. La información adicional y observaciones presentadas fueron debidamente trasladadas a cada una de las partes.
6. Finalmente, la CIDH convocó a las partes a una reunión de trabajo, celebrada el 27 de octubre de 2010, en la cual expresaron su deseo de tener un acercamiento a fin de llegar a una posible solución amistosa. Dicho deseo fue confirmado tanto por el Estado el 15 de marzo de 2011 como por los peticionarios el 8 de agosto de 2011. Posteriormente, mediante comunicación del 23 de febrero de 2012, la cual fue trasladada al Estado para su conocimiento, los peticionarios solicitaron a la CIDH analizar las pruebas aportadas y, en su caso, admitir la petición.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición de los peticionarios
7. Los peticionarios alegan que Argentina es responsable internacionalmente por la privación de la vida de Ricardo Javier Kaplun, a consecuencia de las diversas lesiones producidas por agentes policiales mientras estaba detenido, así por la falta de una debida investigación de los hechos, los cuales permanecen en la impunidad. Afirmaron que en la madrugada del 28 de noviembre de 2000, Ricardo Javier Kaplun y Alejandro Marcelo Alliano tuvieron un altercado con sus vecinos, los cuales los persiguieron, junto con el agente policial Jorge Renato Gaumudi, hasta su domicilio. Señalaron que después de ser atajada la presunta víctima por el agente Gaumudi, los vecinos empezaron a golpearlo a escasos metros de su casa, donde se encontraba su hermano Juan María Kaplun. Indicaron que mientras esto ocurría, el agente Gaumudi presenciaba los hechos sin actuar y afirmaron que el señor Alejandro Marcelo Alliano también fue golpeado.
8. Informaron que el señor Juan María Kaplun, hermano de la presunta víctima, denunció por teléfono los hechos a agentes policiales ubicados en la Comisaría No. 31 de la Policía Federal Argentina. Señalaron que tres agentes policiales, Paula Mariana Ronsoni Rossi, Diego Javier García y el Subinspector Julio Alberto Soldani, arribaron al lugar de los hechos, e indicaron que este último inmovilizó a la presunta víctima, esposándolo mientras le apretaba la espalda. Afirmaron que la presunta víctima insultó al Subinspector Julio Alberto Soldani debido a que le estaba provocando un dolor intenso y le solicitó que lo llevara a un hospital. Los peticionarios alegaron que los agentes policiales sólo tomaron la declaración de uno de los vecinos, de dos personas que no presenciaron lo sucedido, así como la declaración y datos personales del señor Juan María Kaplun.
9. Indicaron que los agentes policiales subieron a una patrulla a la presunta víctima, en perfecto estado de conciencia y sin ninguna herida o mancha de sangre en la ropa, con el propósito de llevarlo a la Comisaría No. 31, y señalaron que en el vehículo lo acompañaron el Subinspector Julio Alberto Soldani y el agente Diego Javier García, quien condujo el vehículo. Sostuvieron que estos hechos fueron presenciados también por Oscar Patricio Kaplun, otro hermano de la presunta víctima y precisaron que el señor Alejandro Marcelo Alliano también había sido trasladado a la Comisaría No. 31.
10. Afirmaron que alrededor de la 1:20 horas de la mañana del 28 de noviembre de 2000, en el libro de guardia fue asentado el ingreso de “NN” a la Comisaría No. 31. Alegaron que dicho asiento correspondía al ingreso de Ricardo Javier Kaplun, lo cual fue confirmado posteriormente por la Dra. María del Rosario Josefina De Dominicis, perteneciente al Servicio de Ayuda Médica de Emergencia, quien afirmó que ese día atendió en la Comisaría No. 31 a la presunta víctima, la cual estaba registrada como “NN” y presentaba una herida contuso-cortante en el arco superciliar derecho, escoriación en la región lumbar izquierda y vómitos alimenticios, además de que no podía articular palabra alguna, lo que motivó su recomendación de que fuera trasladado a un hospital. Señalaron que la presunta víctima ingresó, bajo la identificación “NN”, al hospital “Dr. I. Pirovano” de la Ciudad de Buenos Aires alrededor de las 2:20 horas, acompañado de la agente policial María Alejandra Miño. Indican que el Dr. Horacio Enrique Ferrario suturó la herida sobre el arco superciliar derecho de la presunta víctima. Los peticionarios afirmaron que a las 4:15 horas, Ricardo Javier Kaplun sufrió un paro cardiorrespiratorio y, luego de las maniobras de reanimación del equipo médico, falleció aproximadamente a las 4:30 horas del 28 de noviembre de 2000.
11. Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la privación de la vida de Ricardo Javier Kaplun, como consecuencia de las lesiones sufridas a causa de las lesiones recibidas por parte de los agentes de la Policía Federal Argentina mientras estaba detenido. Alegan que las lesiones fueron causadas por los agentes policiales, en virtud de que la presunta víctima ingresó a la patrulla sin ninguna herida y que, posteriormente, al ser atendido por la doctora De Dominicis en la Comisaría 31, presentaba diversas heridas, su ropa tenía manchas de sangre y no podía articular palabra alguna; alegan que las autoridades policiales nunca notificaron a la autoridad judicial ni registraron los datos personales del Sr. Kaplun a efecto de encubrir la golpiza y regresarlo a la Comisaría 31 después de ser atendido en el hospital. Al respecto, argumentaron que a la hora de asentar el ingreso a la Comisaría 31 y posteriormente al hospital, la presunta víctima fue registrada como “NN”, cuando los agentes policiales tenían conocimiento de los datos personales de la presunta víctima.
12. Afirmaron que el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 inició una investigación penal por “muerte por causa dudosa”; ordenó el reconocimiento del cadáver por los familiares; ordenó investigar a diversos agentes policiales que se encontraban en la Comisaría No. 31, así como al agente Gaumudi y a los vecinos de la presunta víctima; ordenó realizar la autopsia; recibió la declaración de la Dra. De Dominicis; admitió como querellante a la madre de la presunta víctima; y ordenó diversas periciales médicas. Indicaron que el 27 de marzo de 2002, dicho tribunal penal sobreseyó la causa penal respecto a los vecinos de la presunta víctima y el agente Gaumudi. Sin embargo, los peticionarios afirmaron que el tribunal penal ordenó abrir una investigación penal respecto a los imputados Roberto Gallo, Eduardo David Beragua y Jorge E. Soria Puig -agentes policiales que se encontraban en la Comisaría 31 al momento de los hechos- como presuntos coautores del delito de “incumplimiento de los deberes de funcionario público”.
13. Alegaron que el sobreseimiento del 27 de marzo de 2002 no fue apelado por el Ministerio Público de la Nación a través de la Fiscalía Nacional, pese a que ello fue solicitado por la querellante. Agregaron que la querellante presentó recurso de apelación contra la resolución citada, el cual fue rechazado por extemporáneo. Los peticionarios indicaron que los señores Roberto Gallo, Eduardo David Beragua y Jorge E. Soria Puig también presentaron recurso de apelación contra dicha resolución ante la Cámara Nacional de Apelaciones, la cual confirmó el 3 de octubre de 2002 sus procesamientos pero ordenó se formara una junta médica a efecto de determinar cuáles fueron las causas que provocaron la muerte de la presunta víctima. Los peticionarios indicaron que el 3 de febrero de 2003, el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40, en cumplimiento de la resolución del 3 de octubre de 2002, ordenó crear la junta y practicar las nuevas periciales así como investigar si el tratamiento dispensado por el personal médico desde que llegó a la Comisaría No. 31 hasta que falleció la presunta víctima fue el adecuado.

14. Señalaron que con fecha 31 de marzo de 2005, el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 sobreseyó la causa respecto al personal médico; remitió el expediente al Juzgado Correccional No. 14 competente para que conociera del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público imputado a los tres agentes policiales; y dio por cumplidas las órdenes de la Cámara Nacional de Apelaciones sobre la base de un informe pericial que concluyó que no era posible determinar la “secuenciación” del ácido desoxirribonucleico (ADN) de la presunta víctima, dado que el material genético no era apto para ello, sin poder determinar si la muerte de la presunta víctima se debió a un traumatismo o no. Los peticionarios indicaron que COFAVI, como nuevo querellante
, después de interponer el recurso de apelación contra la resolución del 31 de marzo de 2005 así como el recurso de casación ante la Cámara Nacional de Apelaciones, presentó un recurso de queja ante la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, la cual resolvió el 6 de febrero de 2007 que la investigación penal debía profundizarse por estar incompleta.
15. Sostuvieron que, a partir de la sentencia del 6 de febrero de 2007, el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 tomó la declaración del Subcomisario Norberto Álvaro Velasco y del Comisario Leonardo Horacio Cura, autoridades máximas en la Comisaría No. 31, y procesó a los agentes Julio Soldani, Diego García, Paula Mariana Ronsoni Rossi y María Alejandra por el delito de “lesiones culposas” el 19 de diciembre de 2008. Agregaron que contra dicha resolución, la querella: presentó un recurso de apelación y, posteriormente, de casación, los cuales fueron resueltos desfavorablemente a sus intereses por la Cámara Nacional de Apelaciones; presentó un recurso de queja ante la Cámara de Casación Penal, Sala III, el cual fue rechazado; y presentó el 3 de marzo de 2010 recurso extraordinario, a efecto de que fuera modificada la calificación legal de “lesiones culposas”, dado que existe evidencia que apunta a que las lesiones fueron perpetradas por agentes policiales mientras la presunta víctima estaba detenida sin que fueran causadas por haber caído la presunta víctima de una silla mientras estaba detenido. Indicaron que la resolución del recurso extraordinario está pendiente ante la Corte Suprema de Justicia.
16. Los peticionarios alegaron la existencia de diversas deficiencias en la investigación penal así como la negligencia de diversas autoridades involucradas en ella. Sostuvieron que a más de 10 años de la muerte de la presunta víctima, resulta difícil e improbable esclarecer lo sucedido el 28 de noviembre de 2000. Al respecto, sostuvieron que nunca fue inspeccionado el automóvil en el que fue transportada la presunta víctima hasta la Comisaría No. 31 y que nunca se solicitaron grabaciones de lo conversado por radio en el vehículo policial. También clarificaron que nunca tomaron la declaración del señor Alejandro Marcelo Alliano, quien falleció en el año 2003 y fue arrestado el mismo día en que fue detenida la presunta víctima. Sostuvieron que la impericia y retraso del estudio de las muestras genéticas, a efecto de determinar si la causa de la muerte se debió a un traumatismo, afectó gravemente la investigación, así como el no haber hecho una debida reconstrucción de los hechos. Alegaron que las autoridades judiciales, a lo largo del proceso, sistemáticamente rechazaron las solicitudes de pruebas y de apertura de líneas de investigación presentadas por los querellantes, y afirmaron que todo el impulso procesal a lo largo de los años había sido exclusivamente a cargo de la querella, en vez del Ministerio Público.

17. Los peticionarios alegaron diversas irregularidades relacionadas con la falta de imparcialidad e independencia de las autoridades judiciales dentro de la causa penal. Informaron que desde los inicios de la investigación penal hasta, por lo menos, el 2006, el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 quedó desocupado ante la enfermedad y posterior fallecimiento de la juez titular, lo cual implicó que cada tres meses fuera renovada la autoridad judicial, ocupando el cargo 21 jueces subrogantes diferentes en cinco años, y argumentaron que esos hechos afectaron el desarrollo y la unidad de criterio para adelantar la investigación. Alegaron que, pese al constante cambio de jueces, el secretario del tribunal, el Dr. Jorge Ávila Herrera, había sido el único funcionario estable en la causa penal; sin embargo éste demostró una constante falta de voluntad en continuar con la investigación a lo largo del proceso, lo que propició que la querellante solicitara que se apartara de la causa. Asimismo, sostuvieron que sin motivo justificado la fiscal, Dra. Viviana Fein de Oliveri, después de escasas intervenciones, se apartó de la causa voluntariamente en noviembre de 2007 debido a los cuestionamientos efectuados a su labor por la familia Kaplun. Informaron que el Procurador General de la Nación ordenó un sumario con el objeto de dilucidar la responsabilidad de la fiscal y afirmaron que éste reconoció algunas irregularidades de la fiscal.
18. Los peticionarios alegaron que el proceso seguido contra los agentes Eduardo David Beragua y Jorge E. Soria Puig por el delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público, no podía considerarse idóneo para esclarecer las causas de la muerte de la presunta víctima, ni tampoco castigo suficiente y justo para aquéllos agentes que no cumplieron su deber de informar a la brevedad a la autoridad judicial lo relativo al traslado de la presunta víctima al hospital, debido a que trataron de encubrir las lesiones causadas por los agentes policiales que lo detuvieron. Indicaron que, en cumplimiento de la sentencia del 6 de febrero de 2007, el Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 dio intervención al Juzgado Correccional No. 14 con el fin de que continuase con la investigación relacionada con el delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público, sin perjuicio de que continuaran otras investigaciones penales. Señalaron que el Juzgado Correccional No. 14 condenó al pago de una multa e inhabilitó a dos de los tres agentes, Eduardo David Beragua y Jorge E. Soria Puig. Sin embargo, sostuvieron que con fecha 3 de febrero de 2010, la Cámara Nacional de Casación Penal los absolvió, ante lo cual la querella presentó el 19 de febrero de 2010 recurso extraordinario, el cual está pendiente de resolución ante la Corte Suprema de Justicia.
19. Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, los peticionarios alegaron esencialmente que en el presente caso las causales de la muerte de la presunta víctima no se habrían esclarecido, habiendo trascurrido más de 10 años desde la muerte de la presunta víctima debido a una investigación inadecuada y a la inactividad de las autoridades judiciales, por lo que era aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana. Asimismo, para considerar la posibilidad de abrir un espacio de diálogo hacia una posible solución amistosa, solicitan que la Comisión analice la prueba ofrecida y, en su caso, admita la petición.
B. Posición del Estado
20. El Estado alega que la petición es inadmisible conforme al requisito de admisibilidad relativo al agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, dado que a la fecha diversos procesos judiciales se encuentran en plena sustanciación.
21. Por una parte, el Estado alega que el 6 de febrero de 2007 la Cámara Nacional de Casación Penal, Sala III, resolvió anular la resolución del 8 de agosto de 2005 de la Cámara Nacional de Apelaciones y remitir las actuaciones al Juzgado Nacional de Instrucción en lo Criminal No. 40 para que continuara las investigaciones penales. Conforme a dicha resolución, afirmó que el 11 de septiembre de 2008, la autoridad judicial ordenó que los señores Julio Alberto Soldani, Diego Javier García, Paula Mariana Ronzoni Rossi y María Gabriela Miño prestaran declaración indagatoria.
22. Por otra, el Estado sostuvo que la causa relativa a la imputación del delito de incumplimiento de los deberes de funcionario público a los señores Roberto Gallo, Eduardo David Beragua y Jorge E. Soria Puig, seguía pendiente ante el Juzgado Nacional de lo Correccional No. 14, e informó que el 26 de marzo de 2009 habían sido condenados los señores Eduardo Beragua y Jorge Ernesto Soria Puig al pago de una multa y a una sanción de inhabilitación por un año, mientras que la causa había sido suspendida respecto al imputado Roberto Gallo.
23. Finalmente, el Estado solicitó a la CIDH por escrito del 15 de marzo de 2011 que comunicara a los peticionarios la voluntad de explorar la posibilidad de iniciar un acercamiento a efecto de arribar a una solución amistosa, sin que ello implicare una renuncia expresa o tácita a su derecho a expresar alegatos relacionados con la admisibilidad o el fondo del presente asunto.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

24. Los peticionarios están legitimados para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. La petición señala como presunta víctima a un individuo con respecto al cual el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
25. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
26. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.
27. Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención Americana prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
28. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas
. Al respecto, la Comisión observa que en vista de que el presente reclamo involucra la presunta privación de la vida de una persona a causa de lesiones supuestamente perpetradas por agentes del Estado mientras ésta se encontraba detenida, el recurso idóneo para esclarecer los hechos es una investigación penal a fin de conocer la verdad de lo sucedido y establecer la responsabilidad por esa vía de los agentes del Estado involucrados.
29. En el presente caso, el Estado argumenta que las investigaciones penales se encuentran en plena substanciación, por lo que los peticionarios no han agotado los recursos internos tendientes a resguardar los derechos cuya supuesta vulneración ha sido alegada. Por su parte, los peticionarios sostienen que el Estado ha incurrido en un retardo injustificado en la investigación penal, por lo que es aplicable la excepción al requisito de agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana.
30. Tratándose de casos como el presente, que involucran posibles delitos de acción pública, esto es, perseguibles de oficio, y más aún cuando agentes del Estado estarían implicados en dichos delitos, el Estado tiene la obligación de investigarlos. Por lo cual, en todo caso el Estado es titular de la acción punitiva y la obligación de promover e impulsar las distintas etapas procesales, en cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho a la justicia. Esta carga debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio, y no como una gestión de intereses de particulares o que dependa de la iniciativa de éstos o de la aportación de pruebas por parte de los mismos
.
31. La Comisión nota que los hechos materia del caso ocurrieron el 28 de noviembre de 2000 y que, transcurridos más de 10 años, las causas penales seguidas se encuentran aún pendientes, sin que del expediente pueda derivarse que a la fecha hayan sido condenados los presuntos responsables de las lesiones y, en su caso, muerte de la presunta víctima. Dichas circunstancias implicarían prima facie un retardo injustificado en los términos del artículo 46.2.c de la Convención Americana. Por lo tanto, los peticionarios deben quedar exceptuados de agotar los recursos internos antes de recurrir al sistema interamericano en búsqueda de protección.
32. Cabe aclarar que el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención Americana. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de la Convención Americana
.
2.
Plazo de presentación de la petición

33. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c de la Convención Americana. Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

34. En el presente caso, la petición fue recibida el 30 de septiembre de 2002, los presuntos hechos materia del reclamo iniciaron el 28 de noviembre de 2000 y sus efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente. Las partes reconocen que diversas causas penales se encuentran pendientes hasta la fecha del presente informe, por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

35. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión. Por lo tanto, la CIDH concluye que no son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d y en el artículo 47.d de la Convención Americana.
4.
Caracterización de los hechos alegados

36. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo previsto en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es “manifiestamente infundada” o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso c) de dicho artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención Americana, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
.
37. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen a los peticionarios identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales.
38. A tal efecto, frente a los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación del derecho a la vida y a la integridad personal en perjuicio de Ricardo Javier Kaplun, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 4 y 5 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana. Asimismo, corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios relativos a la presunta violación del derecho a las garantías y la protección judicial en perjuicio de los familiares de la presunta víctima, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana. Finalmente, la CIDH considera que los hechos alegados podrían caracterizar una violación al artículo 7 de la Convención Americana en perjuicio de Ricardo Javier Kaplun, en virtud de las presuntas irregularidades en su detención, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES

39. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados en el presente asunto y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar admisible el caso de autos en relación con las violaciones que se alegan, de los derechos reconocidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25, con relación al 1.1 de la Convención Americana;
2. Notificar la presente decisión a las partes;
3. Ponerse a disposición de las partes para iniciar un proceso de solución amistosa;
4. Proseguir el análisis del fondo del asunto;
5. Hacer público el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La señora María Carmody, madre de la presunta víctima, presentó inicialmente la denuncia ante la CIDH. Los copeticionarios informaron que falleció el día 6 de febrero de 2004. Asimismo, por escrito recibido el 29 de marzo de 2006, familiares de la presunta víctima solicitaron ser incluidos como peticionarios.


� Los peticionarios señalaron que al fallecer la señora María Carmody, madre de la presunta víctima, COFAVI solicitó ser tenida como parte querellante en el proceso penal, lo cual fue concedido por la Cámara Nacional de Apelaciones.


� La Corte IDH ha dispuesto que un recurso adecuado es aquél idóneo para proteger la situación jurídica infringida, de forma que los recursos que no tengan dicho efecto o sean manifiestamente absurdos o irrazonables no hay que agotarlos. Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 63.


� Véase CIDH, Informe No. 68/08, Petición 231-98, Admisibilidad, Ernesto Travesi, Argentina, 16 de octubre de 2008, párr. 32.


� CIDH, Informe No. 13/09, Petición 339-02, Admisibilidad, Vinicio Poblete Vilches, Chile, 19 de marzo de 2009, párr. 54.


� Véase CIDH, Informe No. 3/11, Petición 491-98, Admisibilidad, Néstor Rolando López y otros, Argentina, 5 de enero de 2011, párr. 37.
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